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RESUMEN: En las escasas oportunidades en que el artículo 2514 del Código Civil ha sido 
comentado, se ha hecho principalmente respecto de la acción indemnizatoria, analizando si 
se requiere que sus requisitos se satisfagan previo a computarse la prescripción. Asimismo, se 
ha sostenido casi de manera unánime que esta disposición consagraría un dies a quo de ca-
rácter objetivo. Sin embargo, en este trabajo se pretende otorgar una interpretación subjetiva 
del artículo 2514 del Código Civil, demostrando que no solo se requiere que la acción nazca 
para que la prescripción pueda siquiera comenzar a computarse, sino que, además, para que 
una obligación “se haya hecho exigible” se requiere necesariamente que el acreedor tenga (o 
deba tener) conocimiento de los requisitos que configuran la acción vinculada.
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ABSTRACT: In the few opportunities in which article 2514 of the Civil Code has been 
commented on, it has been done mainly with respect to the indemnity action, analysing 
whether its requirements must be satisfied prior to the computation of the statute of limi-
tations. However, in this paper we intend to give a subjective interpretation of article 2514 
of the Civil Code, demonstrating that not only is it required that the action arises before 
the statute of limitations even begin to run, but, in addition, for an obligation to have “be-
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come enforceable” it is necessarily required that the creditor has (or should have) knowled-
ge of the requirements that are required by the related action.

Keywords:  statute of limitation; commencement of limitation; dies a quo; article 2514.

INTRODUCCIÓN

El objetivo de esta investigación es proponer una interpretación subjetiva del 
artículo 2514 del Código Civil (“CC”) que considere las circunstancias particulares 
que afectan al acreedor en el conocimiento de los requisitos de la acción que se pre-
tende ejercer. Ello, para efectos de determinar el momento en que inicia el cómputo 
del plazo de prescripción de los remedios contractuales.

Para alcanzar nuestro objetivo, dividiremos este artículo en tres secciones. 
Primeramente, abordaremos una conceptualización del dies a quo y analizaremos 
las discusiones al respecto se han dado tanto en el derecho comparado como en el 
derecho nacional que en el ámbito de los remedios contractuales (I). A continua-
ción, se expondrán las principales posturas que ha desarrollado la doctrina nacional 
en relación con el alcance e interpretación del artículo 2514 del Código Civil y 
las divergencias que existen entre nuestro planteamiento y el que se ha dado en la 
doctrina nacional (II). Luego, haremos un análisis crítico de la interpretación que 
se ha sostenido hasta la fecha del dies a quo en materia de contratos para desarrollar 
nuestra propuesta de cómo debiera ser interpretado el artículo 2514 en Chile para 
justificar una postura subjetiva del dies a quo (III). Finalmente, expondremos nues-
tras conclusiones.

I. QUÉ ES EL DIES A QUO Y CUÁL ES SU IMPORTANCIA EN EL 
DERECHO DE CONTRATOS

1.	 El concepto de dies a quo

La discusión relativa al dies a quo dice relación con la determinación del ins-
tante a partir del cual se inicia el cómputo del plazo de prescripción establecido en 
la ley para el ejercicio de una determinada acción, es decir, “el establecimiento de 
las necesarias reglas sobre la manera de efectuar el cómputo de dichos plazos y, en 
especial, la determinación del momento inicial del plazo de prescripción”1.

Conforme a lo anterior, se puede condicionar el inicio del cómputo del plazo 
a un dato objetivo, como lo es el nacimiento de la pretensión, de manera que el pla-
zo comience a correr a partir del momento en que la pretensión se pueda ejercitar 
con independencia de las circunstancias subjetivas en que se encuentre el acreedor. 
O, por el contrario, a un criterio subjetivo, considerando las circunstancias particu-

1  Diez-Picazo (2007) pp. 128-129. 
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lares que afectan a un acreedor, como lo es la posibilidad de conocer los hechos que 
den lugar al nacimiento de su pretensión2.

Así las cosas, la teoría objetiva se relaciona estrechamente con la denominada 
teoría de la actio nata que exige el hecho de que la acción haya nacido como condi-
ción necesaria para que pueda comenzar a contarse el tiempo de la prescripción. No 
basta que el derecho haya surgido, además es necesario que haya nacido la acción 
para defenderlo3. De ello se deriva que deben existir y manifestarse todos los ele-
mentos de la acción para que comience a contabilizarse la prescripción. 

La teoría subjetiva, en cambio, se vincula con la adopción de la regla contra 
nonvalententem agere non currit praescriptio, según la cual, aun cuando la acción hu-
biere nacido a la vida del derecho, la prescripción no corre contra aquel que no puede 
hacerla valer4. Lo anterior, implicaría que debe atenderse a la posibilidad fáctica –co-
nocimiento o posibilidad de conocimiento– del acreedor de poder ejercer la acción.

Como se puede ver, el elemento común a ambas teorías es que se requiere la 
concurrencia de todos los elementos de la acción que se pretende ejercer, requirién-
dose además, para el caso de la teoría subjetiva, el conocimiento y posibilidad de 
ejercicio efectivo de la acción por parte del acreedor. 

Un ejemplo de la álgida discusión que ha dado este tema se puede evidenciar 
a partir de las diversas interpretaciones que han surgido respecto del artículo 1969 
del Código Civil Español. Este establece que la prescripción “se contará desde el día 
en que pudieron ejercitarse.”. La literalidad de la disposición transcrita ha suscitado 
un importante debate entre aquellos que defienden que el artículo consagra una 
teoría objetiva adoptada como decisión política5 que no da lugar a ejercicios inter-
pretativos, y aquellos que estiman que para poder ejercitar el derecho se necesita un 
conocimiento cierto, o una cognoscibilidad razonable de la posibilidad de ejercicio 
de la acción, ya que si justificadamente no conoce la concurrencia de los elementos 
que la originan, nada puede hacer6. 

Por otro lado, en el Código Civil Francés, con la modificación realizada por 
la ley de 17 de junio de 2008 que introdujo el artículo 2224, estableció que “Las 
acciones personales o muebles prescriben en 5 años a contar del día en que el titular 
de un derecho conoció o debió conocer los hechos que se le permiten ejercerla”, 
adoptando de esta manera un dies a quo de carácter subjetivo. Como ha señalado 
Genicon, de conformidad a este artículo “sería lógico que la prescripción comience 
a correr a partir no del conocimiento de la falta por parte del deudor, sino, tam-
bién, del conocimiento del acreedor acerca del alcance total de su insatisfacción, 
siempre que esta sea imputable al deudor”7. Es relevante señalar que dicha reforma 

2  Cañizares (2018) p. 102. 
3  Cañizares (2018) p. 102. 
4  Cañizares (2018) p. 105. 
5  Diez-Picazo (2003) p. 119. 
6  Cañizares (2018) p. 104. Citando a Rivero Hernández (2002).
7  Genicon (2024) p. 254.
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acogió el criterio ya asentado en la jurisprudencia francesa, aun ante la ausencia de 
regla que consagrara un dies a quo de carácter subjetivo, que sometió las acciones 
contractuales al mismo régimen de la responsabilidad extracontractual8. 

2.	 El dies a quo en Chile 
El CC establece diversos dies a quo dependiendo de la acción que se pretenda 

ejercer. Así, el artículo 2332 indica que el dies a quo en sede extracontractual inicia 
con la perpetración del acto. Por otro lado, en lo que respecta al ámbito contractual 
–y de obligaciones en general9–, la regla se encuentra en el artículo 2514, pues sitúa 
al dies a quo en el momento que la obligación se haya hecho exigible. A ello se su-
man otros dies a quo especiales establecidos para diversas acciones de nuestro Códi-
go Civil10 y de la legislación especial11. 

La discusión del dies a quo se ha desarrollado ampliamente en el ámbito de la 
acción indemnizatoria extracontractual, estimándose que la perpetración del acto 
como requisito normativo requiere la configuración de un ilícito en los términos 
del Código Civil, lo que necesariamente exige la producción y manifestación del 
daño12. Por ello, se ha entendido que la contabilización del plazo de prescripción 
debe iniciarse con la manifestación del daño en cuestión13. 

Al respecto, Barros ha sostenido que la interpretación literal del artículo 
2332 podría llevar a que la acción indemnizatoria nazca prescrita, por lo que:

(…) lo correcto es contar el plazo de prescripción desde que ocurra el daño, ya que desde 
ese instante surge el delito civil y el derecho a la reparación. Asimismo, una aplicación más 
refinada del principio exige que el plazo de prescripción se cuente desde que el daño se ma-
nifiesta y pueda ser conocido por el responsable, porque solo entonces la interpretación es 
coherente con el carácter sancionador que se atribuye a la prescripción extintiva14.

Adicionalmente, nuestras Cortes han estimado que la prescripción solo puede 
comenzar a correr en la medida que concurran los requisitos que dan lugar a la ac-
ción de indemnización por responsabilidad civil extracontractual y, todos ellos con-
curren sólo desde que el daño se hace patente15. La Corte Suprema incluso ha adop-
tado una posición subjetiva en relación con esta acción en sede extracontractual, al 
estimar que si la víctima, por circunstancias que no sean atribuibles a su descuido, 

8  Genicon (2024) p. 255. 
9  Véase en: Pizarro (2020a).
10  Por ejemplo, el dies a quo de las acciones edilicias (1866), de la evicción (1856), del pacto comi-
sorio (1880), o del contrato de ejecución de obra a suma alzada (2003 Nº 3). 
11  Por ejemplo, el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o el artículo 1249 
del Código de Comercio. 
12  Corte Suprema, 07/12/2015.
13  Corte Suprema, 07/12/2015.
14  Barros (2020) Tomo II, p. 924.
15  Zavala (2023) p. 116, citando a Corte de Apelaciones de Santiago, 25/11/2015.
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no ha podido tener conocimiento del daño o dolo y, en consecuencia, no ha podido 
ejercer la acción, no hay razón para admitir que el plazo de prescripción hubiera co-
menzado a computarse16.

Sin embargo, respecto al dies a quo de las acciones por incumplimiento con-
tractual, la doctrina y jurisprudencia se encuentran atrasadas en relación al debate 
del derecho comparado. Así, la discusión sobre una tesis objetiva o subjetiva difícil-
mente podría configurarse todavía de manera amplia en nuestros Tribunales, pues 
no ha existido siquiera discusión doctrinaria ni consenso acerca de si es necesaria 
la concurrencia de los requisitos de la acción como condición de exigibilidad de la 
obligación para que comience a computarse el plazo de prescripción (“actio nata”). 
Lo anterior nos obliga a retroceder un paso y determinar qué es lo que ha entendi-
do nuestra doctrina por la expresión “desde que la obligación se haya hecho exigible” 
en los términos del artículo 2514 CC.

Casi de manera unánime, se ha asociado la exigibilidad de la obligación ex-
clusivamente con la existencia de modalidades del acto jurídico. Así, se ha entendi-
do que, si la obligación es pura y simple, la exigibilidad se produce al momento de 
haberse contraído, y, por tanto, el plazo de prescripción debe comenzar a contabi-
lizarse desde dicho instante. Por otro lado, si es que la obligación está sujeta a con-
dición o plazo, se deberá estar a ellos para determinar el inicio de la prescripción17. 

La ausencia de mayor análisis o discusión respecto de este punto para las ac-
ciones contractuales es sorprendente, considerando que la interpretación tradicional 
asociada a las modalidades del contrato tiene importantes problemas de coherencia 
con las bases y fundamentos de la institución de la prescripción y da lugar a una se-
rie de situaciones injustas para el acreedor. En efecto, dicha interpretación permite 
la prescripción de acciones que no han nacido, la sanción a acreedores que no han 
sido negligentes en la tutela de su crédito, la generación de un régimen más favora-
ble en sede extracontractual que contractual, e incluso se valida el aprovechamiento 
del propio dolo del deudor que oculta el incumplimiento. 

Así, la interpretación otorgada en la actualidad al artículo 2514 no exige la 
existencia de todos los elementos constitutivos que permiten el nacimiento de la 
acción para que comience a contabilizarse el plazo de prescripción, sino solamente 
la ausencia de modalidades del acto, o que estas se hayan cumplido. Es decir, podría 
prescribir una acción de indemnización de perjuicios sin que exista daño, aun cuan-
do este es el elemento constitutivo esencial para su nacimiento.

Por su parte, una de las finalidades de la prescripción es configurarse como 
una sanción respecto de los sujetos negligentes en el ejercicio de sus derechos y ello 
ciertamente no se verifica cuando el acreedor ni siquiera tiene conocimiento (justifi-
cado) de su posibilidad de accionar18.

16  Corte Suprema, 15/04/2020. 
17  Abeliuk (2009) Tomo I, p. 461 y ss. 
18  Corte Suprema, 31/05/2016; Corte Suprema, 30/06/2016.
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Por otro lado, de conformidad a la interpretación jurisprudencial actual, las 
víctimas de responsabilidad extracontractual tendrán un plazo de 4 años para ejer-
cer su acción contado desde que tiene conocimiento de su posibilidad de accionar19. 
Esto es, cuando se han manifestado todos los requisitos, tales como el acto mismo, 
el daño y su extensión, o la causalidad entre ambos. En cambio, frente a un incum-
plimiento contractual, no se ha considerado el conocimiento o posibilidad de cono-
cimiento del acreedor en relación con la posibilidad de ejercer la acción. Es más, ni 
siquiera se ha considerado si han concurrido o no todos los elementos que consti-
tuyen la acción en cuestión, es decir, se ha optado por una perspectiva fuertemente 
objetiva y tampoco se ha aceptado la actio nata.

También resulta curioso que los argumentos que se han abordado respecto del 
dies a quo en la responsabilidad extracontractual no se hayan extrapolado al ámbito 
de las acciones contractuales en aquellas premisas y conclusiones que les resultan 
aplicables. Dicha diferencia ha situado al régimen de responsabilidad extracontrac-
tual como uno más beneficioso que el de la responsabilidad contractual para algu-
nas hipótesis.

Lo anterior, sin embargo, ha ido cambiando paulatinamente en los últimos 
cuatro años, en virtud de la discusión protagonizada por Pizarro y Vidal, en rela-
ción con la procedencia de la interpretación de la doctrina tradicional respecto del 
artículo 2514 CC.

II. EL DIES A QUO Y LA OPINIÓN DE LA DOCTRINA NACIONAL EN EL 
ÁMBITO DE LAS ACCIONES DEL INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL

1.	 El primer acercamiento al tema, la postura de Carlos Pizarro 
En Chile no existía prácticamente ninguna discusión respecto del dies a quo de 

los remedios contractuales, hasta Pizarro, quien, en el año 2020, planteó una tesis 
innovadora en nuestra doctrina –y en línea con la evolución en el derecho compara-
do– en relación al cómputo del plazo de prescripción de las acciones contractuales.

Pizarro sostuvo que la “exigibilidad de la obligación”, como momento de ini-
cio del cómputo de la prescripción, requiere como condición no solo la existencia 
de una obligación pura y simple desde su origen, o que posteriormente las modali-
dades a las que estaban sujetas dichas obligaciones se hubiesen verificado, sino que, 
además, la concurrencia de los presupuestos de la acción que habilitan al acreedor a 
reclamar el incumplimiento. Lo anterior, bajo el entendido de que lo que prescribe 
no es la obligación, sino que la acción que entrega la ley para reclamarla. Así, Piza-
rro entiende que una obligación no puede ser exigible sino a través de una acción 
que lo permita: “Dicho de otra manera, el derecho a accionar que encontramos tras 
el cumplimiento forzado, la resolución y la indemnización no pueden confundirse 
con la exigibilidad del derecho que surge del contrato”20.

19  Véase, por ejemplo: Corte Suprema, 15/04/2020. 
20  Pizarro (2020a) p. 554. 
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En virtud de lo anterior, y aplicando dicha lógica a cada uno de los remedios 
contractuales, se desprende que solo en el caso de la acción de cumplimiento, la exi-
gibilidad surge en forma concomitante con la celebración o perfección del contrato. 
Sin embargo, en relación con la acción resolutoria, el plazo de prescripción solo po-
dría computarse desde que se verifican los requisitos para su ejercicio, estos son –de 
conformidad a la doctrina mayoritaria– el incumplimiento esencial o resolutorio y 
la mora21. Asimismo, respecto de la acción indemnizatoria, la exigibilidad solo po-
dría configurarse una vez que se presente un incumplimiento imputable al deudor 
que haya causado daños al acreedor22. 

Según Pizarro dicha exigibilidad es objetiva. Es decir, que esta prescinde 
“de aspectos vinculados a la posibilidad subjetiva del ejercicio o incluso a razones 
objetivas y generales que podrían impedir colocar en práctica la acción”23. A mayor 
abundamiento, “lo relevante para que surja la exigibilidad es la existencia de la ac-
ción, más no su posibilidad de ejercicio, lo que debería generar un debate sobre la 
suspensión del plazo”24. Es decir, Pizarro compatibiliza el artículo 2514 CC con la 
doctrina de la actio nata pero plantea que se trata de un dies a quo objetivo.

2.	 La postura de Álvaro Vidal

El año 2024, Vidal planteó una tesis antagónica, sosteniendo que la resolu-
ción del contrato, el cumplimiento específico y la indemnización de daños quedan 
sometidas a la misma regla de cómputo del plazo de prescripción: cinco años desde 
que la obligación se ha hecho exigible, y dicha exigibilidad ocurre desde el incum-
plimiento, el que incluso puede producirse en el instante inmediatamente posterior 
a la celebración del contrato, sin que resulte relevante el momento en el que se ma-
nifiesta el daño25.

Lo anterior, pues, el artículo 2514 CC se refiere a la exigibilidad de la obliga-
ción primaria que nace del contrato y no una que haya surgido posteriormente con 
un único incumplimiento. Lo que prescribe es la acción que nace del derecho per-
sonal o del crédito afectado por el incumplimiento de dicha obligación y existe solo 
una acción que emana del contrato, la que puede adoptar distintas formas según 
sea lo pedido por el acreedor. Por lo tanto, el momento para contabilizar el plazo 
de prescripción es el mismo con prescindencia del remedio que utilice el acreedor26. 
Finalmente, el autor concluye que la fuente de la obligación de indemnizar es el 
contrato y corresponde a la obligación primaria, pero con un objeto diverso, esto 
es, una suma de dinero que la reemplaza27.

21  Cárdenas y Reveco (2018) pp. 335-336.
22  Pizarro (2020a) p. 554. 
23  Pizarro (2020a) p. 557.
24  Pizarro (2020a) p. 557.
25  Vidal (2024) p. 161. 
26  Vidal (2024) p. 170. 
27  Vidal (2024) p. 170.
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Por último, y para justificar la diferencia de tratamiento que existiría entre su 
planteamiento y las soluciones que la jurisprudencia ha adoptado respecto de la in-
demnización de perjuicios en materia extracontractual, sostiene que la solución en 
este caso es diversa, pues en el contrato las partes se distribuyen riesgos, de manera 
que el acreedor debe tolerar aquellos asociados a su ejecución, como un daño que 
no puede reclamarse por haber expirado el plazo de prescripción28.

3.	 En relación con la postura de Álvaro Vidal

	 a) No es propicio sostener que el incumplimiento de lugar a una sola acción
La primera idea que plantea el autor es que el lapso de prescripción se conta-

rá desde el incumplimiento de la obligación que nace del contrato, cualquiera que 
sea el remedio de que se trate29. Dicha postura se sostiene bajo la premisa de que la 
acción contractual es una sola: la acción por incumplimiento30. Al respecto, si bien 
ello es parcialmente replicable de la acción de cumplimiento, no parece extensible 
a otras acciones que pueden emanar de un contrato, pues en Chile existe más que 
una acción por incumplimiento.

En primer lugar, por lo general, los contratos no tendrán una sola obligación 
primigenia y previamente determinada que se haga exigible con el incumplimiento 
y que fundamente todo remedio contractual. Al contrario, en los contratos se pac-
tan múltiples y variadas obligaciones cuya inobservancia puede dar lugar a diferen-
tes consecuencias jurídicas, o, lo que es más importante aún, dichas obligaciones 
pueden hacerse exigibles por distintos incumplimientos y en momentos temporales 
completamente diferentes entre sí. Lo anterior, no solo respecto de las obligaciones 
a las que el contrato obliga expresamente, sino a todas aquellas que emanan precisa-
mente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen 
a ella31. 

Así, la forma en que el artículo 1489 CC señala expresamente “con”, impide 
sostener que las acciones contractuales sean una sola, ya que, el mismo CC recono-
ce que el acreedor podría impetrar dos diferentes si quisiera32.

Lo mencionado ciertamente implica que la exigibilidad de la obligación varíe, 
pues se puede tratar de obligaciones diferentes, exigibles en momentos diferentes y 
que se vinculan específicamente a cada uno de los remedios contractuales existentes 
para el acreedor.

No nos parece que homologar el cumplimiento a la indemnización bajo la 
premisa de que “la fuente de la obligación de indemnizar es el contrato y corres-
ponde a la obligación primera, ahora con un objetivo diverso: una suma de dinero 

28  Vidal (2024) p. 170.
29  Vidal (2024) p. 166. 
30  Vidal (2024) p. 160. 
31  Schopf (2018) pp. 109-153.
32  Esta idea proviene de López (2014) pp. 139-207. Así también, para mejor conocimiento: López 
(2015).
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que la reemplaza”33 sea la propicia, puesto que ello implicaría que todos los reme-
dios se computarían desde un único incumplimiento34.

Pareciera ser que el artículo 1591 CC no permite arribar a dicho entendi-
miento, pues resulta necesario distinguir entre los componentes del contenido ju-
rídico y económico de la obligación monetaria. Siguiendo a Barros, no es posible 
someter a iguales criterios los momentos de la obligación contractual y de la responsa-
bilidad contractual, pues ello implicaría negar la diferencia entre la obligación o deu-
da contractual, que se hace exigible en sus propios términos, y la obligación indemni-
zatoria, que requiere un juicio de imputación que tiene por antecedente la culpa o 
el dolo y puede ser excusada alegando caso fortuito o diligencia”35.

Con ello, se pretende mostrar por qué no parece correcto sostener una uni-
formidad de los remedios contractuales que supuestamente implica una sola obli-
gación cuya exigibilidad ocurre en un idéntico momento y cuya prescripción se da 
siempre en una misma fecha determinada.

Como se desprende tanto de la ubicación del artículo 1591, así como de la 
calificación que efectúa el mismo CC del pago, la norma referida CC no pretende 
ser un artículo que asocie la totalidad de las deudas del deudor a un único remedio. 
Tampoco intenta delimitar el contenido y naturaleza de las acciones que se otor-
gan al acreedor en la crisis contractual. Más bien se trata de una disposición que 
regula genéricamente el contenido del pago, independiente de cuál o cuáles sean 
los remedios contractuales escogido(s) por el acreedor respecto de los componentes 
que configuran la totalidad de la deuda. Así, el cumplimiento de la prestación y el 
resarcimiento de los daños, pueden ser en su conjunto la deuda globalmente consi-
derada, dando incluso lugar a dos acciones diversas para proteger efectivamente la 
integridad del pago.

Como se puede ver, Barros al analizar otro modo de extinguir las obligacio-
nes distinto del pago, llega, a la conclusión opuesta a la de Vidal: el artículo 1672 
I CC es una norma de responsabilidad contractual y no de cumplimiento36. Desde 
ahí, planteamos que el artículo 1591 CC es una norma respecto de las obligaciones, 
independiente cuáles sean, cuántas sean y el remedio que se escoja.

Lo anterior, guarda especial relevancia respecto de lo desarrollado por Vidal, 
toda vez que, las normas del pago no contemplan la circunstancia de que existan 
daños u otras consecuencias derivadas de un incumplimiento. Por su parte, las 
normas de la pérdida de la cosa que se debe sí lo hacen, por lo que se entiende que 
dichas normas refieren a un remedio diferente al de cumplimiento, ya que, expli-
can qué derechos tiene el acreedor una vez que el deudor no cumplió. Las normas 
del pago nada dicen en este respecto, por lo que resulta inapropiado construir una 

33  Vidal (2024) p. 170.
34  Vidal (2024) p. 170; Corte Suprema, 31/10/2012.
35  Barros (2007a) p. 728.
36  Barros (2007a) pp. 736-737.
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teoría general de los remedios contractuales, y con ella, de su prescripción extintiva, 
basándose en una sola norma que refiere genéricamente a las obligaciones.

En efecto, muchas veces el deseo del acreedor no va a ser el cumplimiento 
de la obligación principal del contrato, sino la satisfacción de un crédito generado 
a propósito de un daño en el contexto contractual, y que, por lo mismo, proviene 
de una nueva obligación en virtud de la cual el acreedor –si se cumplen todos los 
supuestos– deberá pagar concorde al artículo 1591 CC, pero que no corresponde 
exigir a través de una acción de cumplimiento, ya que en nada se relaciona con el 
objeto primigenio, cuya obligación correlativa puede haber sido íntegramente res-
petada por el deudor37. 

	 b) Entender que existe una sola acción de cumplimiento ligada a una única 
obligación primigenia no permite justificar deberes pecuniarios entre las partes que 
escapen del alcance (“scope”) del contrato o derechamente emanen de daños ajenos al 
contenido de la prestación principal
Otro problema se puede observar, dice relación con la falta de límites respec-

to de la pretensión resarcitoria al justificar la naturaleza de los remedios contrac-
tuales desde la reglas del pago. En pocas palabras, si entendemos que el daño forma 
parte de la prestación, parecieran no existir parámetros que nos permitan distinguir 
adecuadamente qué es aquello que verdaderamente configura daño civil para efectos 
de dirimir de cuánto es la deuda del deudor, ya sea a título de cumplimiento –como 
sostiene Vidal–, o incluso a título de indemnización.

A mayor abundamiento, no puede formar parte de la prestación primigenia 
una obligación resarcitoria que deriva de daños eminentemente diferentes al con-
tenido de la prestación principal. ¿Podemos sostener que realmente todo ello forma 
parte de la obligación primaria? ¿No tiene ninguna relevancia que los daños escapen 
del campo de previsibilidad supuesto por las partes al momento de obligarse respec-
to a determinada prestación?.

Como se puede ver, no es posible sostener en términos literales de las reglas 
del pago que la obligación de entregar el objeto primogénito se sustituye cuando 
los daños son superiores al valor de la prestación o escapan del scope del contrato, 
como ocurre, por ejemplo, con el daño moral en materia contractual. Asimismo, 
resulta imposible encontrar un mecanismo para poder analizar qué daños, además 
del valor pagado, son adicionalmente reprochables en atención al estándar de con-
ducta esperado en el contrato, o, que por su parte, son causalmente atribuibles al 
incumplimiento, puesto que todas estas instituciones y circunstancias relevantes no 

37  Barros y Rojas (2009) p. 520.“(…) es preferible tratar las obligaciones de garantía simplemente 
como una forma de responsabilidad estricta contractual, que tiene por antecedente el mero hecho 
objetivo de no haberse satisfecho el interés del acreedor en la verdad de la declaración, sin que al 
deudor le sea admitida excusa alguna”.



 77 
Revista Chilena de Derecho | Chilean Journal of Law | Vol. 52 Nº 1, pp. 67 - 100 [2025]

Salgado Alonso,  Javier / Torres Mac-Pherson,  Fernanda | “El dies a quo en los remedios contractuales: …”

se condicen con la lógica misma del cumplimiento, sino que son propias de la res-
ponsabilidad civil38.

Por lo anterior, pareciera ser que la única solución metodológicamente con-
secuente, al menos respecto de todo aquello que excede el valor de la prestación 
original, debiera analizarse conforme a las normas de la responsabilidad civil, de lo 
contrario se podría llegar a sostener que el deudor está obligado a toda disminución 
patrimonial del acreedor, ya que se trata de una acción de cumplimiento que no re-
quiere análisis de estándar de conducta, ni causalidad; o, peor aún, que el acreedor 
no puede demandar ningún monto superior al de la obligación primigenia39. Todo 
ello se puede superar si se entiende que se trata de obligaciones diferentes cuya 
exigibilidad también es diferente y que dan lugar a diferentes pretensiones no ne-
cesariamente relacionadas con el cumplimiento, puesto que analizan precisamente 
las consecuencias del incumplimiento y hasta dónde deberá responder uno de los 
contratantes al respecto40.

	 c) Cada obligación contractual y su consecutivo remedio debe analizarse en atención 
a los supuestos mínimos que se requieren para que se entienda exigible 
Otro problema es aquel que surge respecto de aquellos daños que emanan 

de un mismo incumplimiento, pero de forma que el acreedor no pueda advertirlos 
al mismo tiempo que los anteriores pues se manifestarán con posterioridad. Para 
Vidal, este caso no estaría cubierto por los remedios contractuales de las partes si 
ya han transcurrido 5 años desde el incumplimiento, independiente que el daño sea 
advertible con posterioridad.

El problema que observamos es que aquello implicaría sostener que existen 
acciones que pueden nacer prescritas. Precisamente por ello es que concordamos 
con Pizarro, ya que un contrato puede tener tantas acciones como incumplimien-
tos y daños genere, y sus plazos de prescripción se computarán desde que las obliga-
ciones que le subyacen a cada una de dichas acciones se hagan exigibles41.

En todo caso, en este trabajo lo que se plantea la cuestión es sutilmente dife-
rente. En nuestro entender, la primera indemnización corresponde a una primera 
obligación que se hizo exigible en el momento en que el acreedor pudo razona-
blemente advertirla, sin embargo, los casos siguientes serán nuevas obligaciones 
cuya configuración deberá analizarse separadamente para fijar cuándo se hicieron 
exigibles y así concluir si su acción se encuentra o no prescrita, sin que sea necesario 
recurrir a la suspensión. Ya que, como se explicará, las obligaciones no se hacen exi-
gibles si no existe un sujeto que pueda exigirlas. 

38  Para mejor desarrollo, estudiar a: López (2010) pp. 65-113, cuyas contribuciones académicas ins-
piran estas ideas. 
39  Véase en: López (2010) pp. 65-113
40  Véase en: Sánchez (2010) pp. 1725-1787.
41  Pizarro (2024) pp. 117-135.
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Asumir, que el contrato implica un riesgo de que ciertos daños no puedan 
demandarse por encontrarse prescrita la acción debido a un entendimiento objetivo 
del artículo 2514 CC, implicaría invitar de manera tácita a los individuos a relacio-
narse preferentemente a través de un régimen de responsabilidad extracontractual42. 
Ello, no parece ajustarse al tráfico jurídico moderno donde los particulares se rela-
cionan considerando circunstancias que el régimen extracontractual no, como lo 
son la posibilidad de definir los estándares de conducta, los montos máximos de 
indemnización, las causales de exoneración, incluso eventuales cláusulas de hards-
hip, u otros mecanismos contractuales que las partes tienen para libremente definir 
cómo quieren delimitar su eventual responsabilidad43. 

Por otro lado, entender la base de todos los remedios contractuales en el cum-
plimiento de la obligación primigenia hace imposible comprender el dies a quo de 
acciones que persiguen precisamente que no se cumpla dicha obligación, como es el 
caso de la resolución. Dicha acción no persigue que se cumpla la obligación primi-
genia incumplida, sino que, al contrario, su pretensión es desvincularse de la con-
traparte contractual precisamente porque se incumplió la obligación mencionada, 
lo que responde a un factor económico de retraer a las partes al estado inicial, pero 
también moral de poner término a un vínculo con quien ya no se confía44.

Nos parece relevante detenernos en el segundo factor mencionado, el moral 
o de confianza. Dado que, bajo la postura comentada, se podrían generar múltiples 
situaciones en las que una parte se verá impedida de terminar su relación contrac-
tual con otra, aun cuando la confianza se hubiera extinguido45. Ello es especialmen-
te grave en aquellos casos en que el deudor oculta su incumplimiento, pues impli-
caría forzar a quien perdió toda confianza contractual, a mantenerse en una relación 
jurídica que lógicamente ya no desea y se sanciona precisamente a quien ha confia-
do legítimamente en una apariencia otorgada por su propia contraparte contractual 
transgrediendo la protección de las apariencias derivada de la buena fe46.

4.	 La nueva propuesta de Carlos Pizarro47

En respuesta al artículo de Vidal, Pizarro recientemente se ha hecho cargo 
de los argumentos planteados por este, en atención a tres consideraciones.

En primer lugar, señala que el artículo 2514 CC rige para todo el derecho de 
las obligaciones y no solo para la o las acciones derivadas del incumplimiento con-
tractual. En consecuencia, no es correcto entender que el art. 2514 CC solo aludiría 
al incumplimiento de la obligación primaria del contrato, sino que rige para las 

42  Referencia a las eventuales consecuencias de lo planteado por Vidal (2024) p. 170.
43  La idea es nuestra, pero esta diferencia nace de las reflexiones de Barros (2020) pp. 1088-1091.
44  Mejías (2015) p. 301.
45  Dicho razonamiento es extraíble de Vidal (2024) p. 166. 
46  Salah (2008) p. 196. 
47  Véase en: Pizarro (2024) pp. 249-262.
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obligaciones legales cuasicontractuales o emanadas del rechazo al enriquecimiento 
injusto.

En segundo lugar, precisa que no es la obligación la que prescribe, sino que la 
acción, lo que hace difícil sostener que la exigibilidad de la obligación primaria sea 
la que inicie el cómputo del plazo desde su incumplimiento, cualquiera sea el reme-
dio contractual cuya acción se ejerce. 

Finalmente, afirma que, si bien es efectivo que la finalidad de todos los reme-
dios contractuales es la tutela del interés del acreedor, ellos no dan lugar a una acción 
unívoca, no pudiendo borrarse la fisionomía y régimen legal de cada uno de ellos.

Lo más relevante, sin embargo, es que propone una idea adicional e inno-
vadora en nuestra doctrina para la interpretación del dies a quo de los remedios 
contractuales: una visión subjetiva para la contabilización del plazo de prescripción, 
pero configurándola jurídicamente como la introducción del principio contra non 
valententem agere non currit praescriptio, o como una causal de suspensión, y no so-
bre la base de una interpretación del artículo 2514 CC:

Podría mantenerse la regla de la exigibilidad o del momento en que el acreedor pueda ejerci-
tar la acción, pero no podrá correr el plazo mientras el acreedor ignore la existencia o exten-
sión del derecho, calificándose dichas circunstancias como causales de suspensión y conside-
rando el plazo límite48. 

Como se advierte, la discusión sostenida en nuestro ordenamiento jurídico, si 
bien significa un relevante avance, va un paso más atrás del debate que se ha dado 
en el derecho comparado. En este sentido, las divergencias entre las posturas de 
Pizarro y Vidal no dicen relación con la adopción de una tesis objetiva o subjetiva 
del dies a quo, sino que con el hecho de ser (o no) la concurrencia de los elementos 
que permiten el nacimiento de la acción un presupuesto necesario para el inicio de 
la contabilización del plazo de prescripción, así como la circunstancia de ser estos 
idénticos o diferentes para cada una de las acciones contractuales.

5.	 En relación con la postura de Carlos Pizarro (2020 y 2024)
Coincidimos con Pizarro en la incorporación de la doctrina de la actio nata 

como un elemento interpretativo del artículo 2514 CC puesto que es requisito 
indispensable la concurrencia de los elementos que configuran la acción para con-
figurar el dies a quo de los remedios contractuales. Aquello parece razonable, consi-
derando que en nuestro sistema lo que prescriben son las acciones y no los derechos 
personales emanados del contrato, resultando contrario a toda lógica, como sostie-
ne Barros, hablar de la prescripción de acciones que no han nacido49. 

Adicionalmente, la postura de Pizarro también puede fundamentarse desde 
el entendimiento de la responsabilidad contractual como un conjunto de remedios 

48  Pizarro (2024) p. 131.
49  Barros (2020) Tomo I, p. 294. 
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que establece la ley ante el incumplimiento del contrato y que de alguna manera 
también obligan al deudor a hacerse cargo de las consecuencias jurídicas de este 
incumplimiento50. De hecho, el artículo 2514 CC no consagró de manera expresa 
el incumplimiento de la obligación primaria como el antecedente respecto del que 
comenzaría a computarse la prescripción, pese a ser el incumplimiento elemento 
común y necesario que permite el ejercicio de todo remedio contractual, lo que 
también se desprende de los artículos 1489, 1553 y 1555 del CC51. 

A nuestro parecer –y siguiendo a Pizarro– la redacción del artículo 2514 per-
mitiría sostener una interpretación más amplia y coherente con el resto de nuestro 
ordenamiento jurídico. Considerando que no determina necesariamente el inicio 
del plazo de prescripción sobre la base de la exigibilidad de la obligación primaria 
emanada del contrato, sino que también a partir de la exigibilidad de las obliga-
ciones de segundo grado que surgen como consecuencia del incumplimiento de la 
primera, y que tienen por objeto que el deudor se haga cargo de las consecuencias 
jurídicas del incumplimiento. Es decir, en palabras de Barros:

(…) la responsabilidad del deudor en sentido amplio es correlativa al conjunto de los intereses 
protegidos del acreedor, que se muestra en las acciones y derechos que se le conceden en caso de 
incumplimiento: a obtener en naturaleza la prestación de lo que se le debe; a negarse a cumplir 
mientras la contraparte no lo hace; a que el contrato termine o quede sin efecto y se le restituya 
lo entregado; a ser indemnizado de los daños que le ha provocado el incumplimiento (…)52.

Al respecto, como ha explicado Tadros, el derecho privado se construye en 
base de deberes jurídicos primarios y secundarios53. Así, un deber secundario se 
genera por el incumplimiento de un deber primario, pues existe un deber jurídico 
primario de cumplir los contratos y un deber jurídico secundario de indemnizar en 
caso de incumplimiento54.

De esta manera, cuando el deudor incumple el contrato nacen una serie de 
obligaciones secundarias que tienen como condición necesaria, –pero no suficiente– 
dicho incumplimiento, y que tienen estrecha relación con la pretensión que se hará 
valer al momento de ejercer el remedio contractual respectivo. Lo anterior se vin-
cula directamente con los remedios contractuales, pues, en palabras de Barros, los 
contratos tienen por definición obligaciones que, antes que todo, dan acciones de 
cumplimiento en naturaleza55. Sin embargo, solo a condición de que la obligación 
primaria no sea debidamente cumplida, surge la acción de responsabilidad contrac-

50  Véase en: Barros (2007a).
51  Cárdenas y Reveco (2018) p. 45 y 67.
52  Barros (2007b) p. 407.
53  Tadros (2020) p. 185.
54  Tadros (2020) p. 185.
55  Barros (2020) Tomo I, p. 978.
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tual cuyo objeto difiere al cumplimiento ya que persigue obtener la indemnización 
de los daños derivados precisamente del incumplimiento56. En ese sentido:

Ambas acciones están sujetas en nuestra tradición jurídica a requisitos de procedencia dife-
rentes entre sí, pues la primera tiene por objeto hacer valer directamente un derecho que nace 
del contrato, mientras la segunda es propiamente una acción de responsabilidad en sentido 
estricto, cuyo éxito depende de requisitos legales diferentes y más estrictos (…)57.

Como se puede ver, la obligación secundaria de indemnizar perjuicios nace con 
el incumplimiento culpable y dañoso de la obligación primaria contraída en el con-
trato y, en consecuencia, al momento de configurarse su exigibilidad nace la preten-
sión que permite exigir su cumplimiento: la acción de indemnización de perjuicios. 
Debiendo computarse el plazo de prescripción desde aquel instante de nacimiento.

Bajo la misma lógica, con el incumplimiento esencial de la obligación prima-
ria establecida en el contrato, nace la obligación secundaria del deudor de restituir 
las prestaciones ya realizadas por las partes –ya que aquello es lo que configura el 
deber de responder por las consecuencias jurídicas del incumplimiento–, lo que ex-
plica que la acción resolutoria únicamente nazca cuando se verifica el elemento que 
genera el nacimiento de la obligación secundaria, este es, el incumplimiento que 
reviste el carácter de resolutorio.

En consecuencia, consideramos que la acción resolutoria no puede entenderse 
prescrita si es que no se ha configurado un incumplimiento esencial o resolutorio, y 
que la acción indemnizatoria no puede estimarse prescrita si no se ha manifestado 
el daño al acreedor o su causalidad con el incumplimiento imputable, aun cuando 
los elementos que subyacen a dichas acciones se puedan presentar en un momento, 
tiempo o espacio diferente entre una y otra.

Es decir, existen diversos remedios contractuales, con requisitos y fisionomías 
diversas que impactan en sus respectivos dies a quo, pudiendo darse el caso de que 
frente a un mismo incumplimiento contractual –suponiendo que tiene el carácter 
de resolutorio– comience a contabilizarse el plazo de prescripción de la acción de 
cumplimiento y de la acción resolutoria, pero que no lo haga de la indemnizatoria 
hasta que se manifieste el daño respectivo58. Es decir, un incumplimiento puede 
generar daño sin ser resolutorio, así como puede existir otro incumplimiento futuro 
que sí revista el carácter de resolutorio, lo que amerita un tratamiento diferente59.

Sin perjuicio de lo anterior, este trabajo difiere con Pizarro en cuanto a que 
el artículo 2514 CC consagraría un dies a quo de corte objetivo. A mayor abunda-
miento, existe una diferencia relevante en configurar la falta de conocimiento del 
acreedor acerca del nacimiento de la acción como una causal de suspensión, y no 

56  Barros (2020) Tomo I, p. 978.
57  Barros (2020) Tomo I, p. 978. 
58  Similarmente: Barros (2008) p. 408, y Genicon (2024) p. 256. 
59  Palazón (2014) p. 178.
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como el momento en el cual se comienza a contabilizar el plazo de prescripción 
propiamente tal. Consideramos que el razonamiento de Pizarro es extrapolable a 
todas las acciones que emanan del incumplimiento contractual y en razón de todos 
sus requisitos, no solo respecto del daño.

	 a) Un dies a quo subjetivo respecto de todas las acciones derivadas del 
incumplimiento
Como se ha señalado recientemente: “otra de las situaciones en las que la re-

gla del conocimiento del daño puede resultar insuficiente, dice relación con aquella 
en que la víctima desconoce de otro elemento de su acción indemnizatoria distinto 
del daño”60.

Al respecto, la justificación del razonamiento de Pizarro radica en el entendi-
miento de que la prescripción no corre contra aquel que no puede ejercitar la acción. 
En esta misma línea, Pizarro se basa en el fundamento de la prescripción para sus-
tentar la necesidad de que el acreedor conozca el daño para que comience a correr 
el plazo de prescripción61. Sin embargo, bajo el mismo entendimiento, es posible 
concluir que no puede sancionarse la inactividad de un acreedor si es que no existió 
un acto voluntario de no ejercer la acción que tenía disponible, justamente por el 
desconocimiento respecto de los elementos que la configuran. No pareciera existir 
motivo alguno por el cual esta lógica no pueda también aplicarse a otros elementos 
de la acción indemnizatoria o de la acción resolutoria o de cumplimiento específico.

Lo anterior, dado que en todos aquellos casos se afecta la posibilidad de ejer-
cicio, impidiendo que se configure la exigibilidad requerida por el artículo 2514 
CC para que comience a correr el plazo de prescripción de todos los remedios con-
tractuales.

	 b) La posibilidad real de ejercicio de la acción como condición de exigibilidad
Como ya se adelantó, diferimos con que el artículo 2514 CC siga una postu-

ra objetiva de las condiciones de exigibilidad de la obligación62. En este sentido, es 
posible sostener que el nacimiento de la acción para ejercer el derecho correlativo a 
la acción incumplida no es suficiente para que comience a correr el plazo de pres-
cripción, siendo necesario para determinar el dies a quo que el acreedor conozca la 
concurrencia de los elementos de la acción o que esté en posición de conocerlos. 
Aquello, sin embargo, no debería plantearse desde la configuración de una causal de 
suspensión, sino que debe evaluarse la posibilidad subjetiva de ejercicio de la acción 
como condición de exigibilidad, lo que es posible sostener que puede interpretarse 
del tenor literal del artículo 2514 CC. 

60  Sánchez (2024) p. 98.
61  Véase en: Pizarro (2024) pp. 249-262.
62  A diferencia de Pizarro (2020a) p. 557. 
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Primeramente incorporar una causal de suspensión en los términos recién 
planteados mediante una modificación legislativa, no se corresponde con la finali-
dad y diseño que han tenido las causales de suspensión en nuestro ordenamiento 
jurídico. Según Domínguez Águila, los fundamentos de la suspensión de la pres-
cripción variarán si se sostiene que el fundamento de la prescripción es la idea de 
sanción a la negligencia o si se pretende que él está en consideraciones objetivas: 

Si se siguen las concepciones objetivas deberá llegarse a la conclusión que no existiría segu-
ridad jurídica si se sancionara a una persona que no está en igualdad de condiciones para 
ejercitar sus derechos. Así, como la prescripción es el resultado de la inactividad de las partes, 
puede suceder que ésta sea la consecuencia de una imposibilidad jurídica de accionar, y por 
esto el legislador toma en cuenta esta situación y concede al acreedor el beneficio de la sus-
pensión63.

De esta manera, se desprende del razonamiento recién esbozado, y del tenor 
del artículo 2509 Nº 1 y Nº 2 CC que el fundamento de la suspensión radica en 
la protección de aquellos que adolecen de incapacidad o imposibilidad jurídica de 
accionar, y no en el conocimiento o deber de conocimiento de los requisitos que 
componen la pretensión para que la obligación sea exigible. Si bien es cierto que 
el caso de la herencia yacente (artículo 2509 Nº 3) toma en consideración imposi-
bilidades fácticas, lo que esta institución hace es proteger a los herederos mientras 
no se cumpla con un requisito que es verdaderamente jurídico: aceptar o repudiar 
la herencia64.

Luego, la incorporación de una causal de suspensión que atienda al conoci-
miento o posibilidad de conocimiento del acreedor, propondría una hipótesis de 
suspensión no fundada en una imposibilidad jurídica de actuar, sino que más bien 
en un impedimento fáctico. Así, si el acreedor no conoce que el deudor ha incum-
plido el contrato porque este se lo ocultó, o desconoce los graves perjuicios que le 
ha causado el incumplimiento porque estos todavía no se han manifestado, estamos 
frente a imposibilidades de hecho que se encuentran fuera del ámbito del funda-
mento en virtud del cual se justifican las causales de suspensión.

Adicionalmente, es relevante destacar que en el derecho comparado se ha 
optado en muchos casos por establecer el conocimiento o posibilidad de conoci-

63  Domínguez (2009) p. 320. 
64  La idea en dichos términos es nuestra, pero puede extraerse de lo señalado más arriba respecto de 
Domínguez (2009) p. 320 y de la lectura de Somarriva (2005) Tomo II, pp. 480-489.
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miento del acreedor como factor para determinar el dies a quo y no como causal de 
suspensión. Ejemplo de lo anterior son Francia65, Cataluña66, España67, entre otros.

Luego, si bien el Código Civil Francés incorpora causales de suspensión para 
los casos de fuerza mayor, menores no emancipados y mayores sometidos a tutela, 
acciones entre los cónyuges o los miembros de una pareja de hecho y para la heren-
cia yacente, todas ellas suponen el conocimiento del acreedor de la posibilidad de 
ejercicio de su acción, pero la imposibilidad de ejercitarla. Similar a como ocurre en 
el Código Civil de Cataluña y España68.

Por otro lado, es relevante destacar que la consideración del conocimiento del 
acreedor como un elemento del dies a quo o como una causal de suspensión no es 
baladí. Lo anterior, por cuanto la suspensión posee ciertos efectos y consecuencias 
jurídicas específicas que no serían extrapolables al dies a quo.

Por ejemplo, el hecho de que hoy las causales de suspensión no apliquen para 
prescripciones de corto tiempo –artículo 2523 CC– pero que si lo hagan para aque-
llas de largo tiempo, no presenta ninguna incoherencia con el artículo 2497 CC 
respecto a que la prescripción se aplica igualmente a favor y en contra de los indi-
viduos particulares que tienen la libre administración de lo suyo. Ello, toda vez que 
todas las hipótesis de suspensión que se contemplan hacen referencia a sujetos que 
no tienen la libre administración de su patrimonio.

Por lo mismo, en caso de incorporarse causales de suspensión que atiendan al 
conocimiento o no conocimiento del acreedor de las circunstancias que generan la 
acción, se producirían casos en los cuales, sujetos que tienen la libre administración 
de lo suyo tendrían un tratamiento diferente en relación con la posibilidad de con-
siderar su conocimiento para evitar que siga computándose el plazo de prescripción, 
si es que existen acciones sujetas a prescripciones cortas. Esta circunstancia no se 
produce si se considera que el conocimiento de los requisitos que subyacen a toda 
acción contractual es aquello que configura la exigibilidad de la obligación en los 
términos del artículo 2514 CC, dado que dicha norma aplica de igual manera a 
todos los sujetos que tienen la libre administración de lo suyo en los términos del 
artículo 2497 CC.

La segunda diferencia relevante entre optar por la consagración de la visión 
subjetiva como una causal de suspensión o como una condición de exigibilidad, 
radica en la aplicabilidad del artículo 2520 CC, en virtud del cual, una vez transcu-

65  Francia, Código Civil, artículo 2224: Las acciones personales o muebles prescriben en 5 años a 
contar del día en que el titular de un derecho conoció o debió conocer los hechos que le permiten 
ejercerla.
66  Cataluña, Código Civil, artículo 121-23: El plazo de prescripción se inicia cuando, nacida y 
ejercible la pretensión, la persona titular de la misma conoce o puede conocer razonablemente las 
circunstancias que la fundamentan y la persona contra la cual puede ejercerse.
67  España, Código Civil, artículo 1969: El tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, 
cuando no haya disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día en que pudie-
ron ejercitarse.
68  Cataluña, Código Civil, Artículo 121-15 y España, Código Civil, Artículo 121-18.
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rrido diez años, no se tomarán en cuenta las suspensiones mencionadas. Aquello no 
sería aplicable si es que consideramos el conocimiento del acreedor como parte del 
dies a quo, ya que no se establece ningún límite máximo a partir del cual no pueda 
ejercerse la acción, pese al desconocimiento del acreedor de la concurrencia de sus 
elementos. En efecto, el único límite sería el del artículo 2517 CC en relación con 
la consolidación de los derechos reales mediante la prescripción adquisitiva que 
protege a terceros –o a la misma parte si es poseedora y se dan los presupuestos–, 
pero no así de los derechos personales. Así lo ha señalado la doctrina y jurispruden-
cia, al señalar que el artículo 2520 no establece una regla de clausura de aplicación 
general en nuestro ordenamiento jurídico69.

Por último, resulta relevante recordar que esta discusión –relativa a la incor-
poración de un criterio subjetivo– ya ha sido sostenida en nuestra doctrina y en las 
Cortes en relación con la acción de indemnización de perjuicios que se ejerce en 
sede extracontractual y no se ha resuelto a través de la suspensión de la prescrip-
ción, sino que justamente incorporando elementos subjetivos en la configuración 
misma de la acción para analizar su dies a quo70.

III. NUESTRA POSTURA: LA REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 2514 DEL 
CÓDIGO CIVIL PERMITE SOSTENER QUE PARA QUE UNA OBLIGACIÓN 

SE HAGA EXIGIBLE REQUIERE NECESARIAMENTE LA POSIBILIDAD 
QUE TIENE (O DEBÍA TENER) EL ACREEDOR DE PODER EXIGIRLA

1.	 El estado de la cuestión: el criterio objetivo como prevalente en nuestra 
doctrina y jurisprudencia 
Como se señaló, la doctrina y jurisprudencia nacionales han entendido el 

concepto de “exigibilidad” de una obligación atendiendo a la ausencia de modali-
dades, como lo son el plazo y la condición, es decir, prestando exclusiva atención al 
aspecto pasivo del vínculo obligacional. Ahora bien, a finales del siglo XX, Baraona 
fue más allá de lo expuesto, proponiendo un análisis del concepto de “exigibilidad” 
que contemplara no solo la ausencia de modalidades, sino que también considerara 
el aspecto activo de la obligación71.

En ese sentido, la postura de Baraona representa un avance, pues no circuns-
cribe el concepto de exigibilidad únicamente al deber del deudor, sino que incor-
pora adicionalmente como elemento integrante de la exigibilidad, el derecho del 
acreedor a exigir el cumplimiento de la obligación en cuestión. No obstante, para 
Baraona, dicho “derecho a exigir” del acreedor se configura en atención a la natu-
raleza civil o natural de la obligación, siendo entonces una obligación natural inexi-
gible precisamente porque el acreedor carece de acción para hacerla cumplir72. Es 

69  Corral (2013) p. 401; y, Corte Suprema, 15/04/2020. 
70  Sánchez (2024) p. 106-107.
71  Véase en: Baraona (1997) p. 503 a 523.
72  Baraona (1997) p. 508 a 510.
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decir, aun cuando se incorpora el derecho a ejercicio de la acción del acreedor como 
elemento intrínseco de la exigibilidad de la obligación, la postura de Baraona pa-
reciera comulgar con una concepción objetiva del dies a quo, pues el derecho a ejer-
cicio de la acción del acreedor se encuentra sometido únicamente a los elementos 
objetivos que establece el artículo 1470 CC para determinar que una obligación es 
natural, y no atiende a aspectos subjetivos del sujeto activo del vínculo obligacional.

Como se puede ver, hasta ahora la escasa doctrina que se ha abocado a tratar 
el concepto de exigibilidad de la obligación, ha señalado de manera uniforme que 
el artículo 2514 CC seguiría un criterio objetivo y no subjetivo. No obstante, prác-
ticamente no se ha comentado el hecho de que dicha circunstancia generaría una 
diferencia práctica relevante entre los artículos 2332 y 2514 CC, con excepción de 
Sánchez, quien señala que “Entendida así la noción de exigibilidad, su aplicación 
estricta nos lleva a concluir que hay aquí una notable diferencia entre los regímenes 
de responsabilidad. Mientras que, en el caso de la responsabilidad extracontractual, 
el conocimiento de la víctima es relevante para determinar el dies a quo, en el ám-
bito contractual, la noción de exigibilidad prescinde de aquel”73.

Con todo, ha sido posible apreciar en el último tiempo una morigeración de 
este entendimiento objetivo por parte de nuestra Corte Suprema, específicamente 
para casos de responsabilidad médica: 

Que el artículo 2514 del Código Civil dispone que ´la prescripción se cuenta desde que la 
obligación se ha hecho exigible´. En este sentido, tratándose de un contrato de prestación de 
servicios médicos (…)
Se ha entendido también que si la víctima, por circunstancias que no sean atribuibles a su 
descuido, no ha estado en condiciones de conocer el daño o a su autor y, por consiguiente, 
no ha podido ejercer la acción, no hay razón para entender que el plazo de prescripción haya 
comenzado a correr en su contra74.

Dicha circunstancia ha sido comentada por Pizarro concluyendo que “de 
esta forma se relativiza el momento en que se inicia el plazo de prescripción, pues 
no sólo cabe considerar la manifestación del daño, sino también las posibilidades de 
la víctima de advertirlo”75.

En razón de lo señalado, recientemente Sánchez, aun cuando reconoce que 
se trata de una cuestión discutible y limita su análisis únicamente a la acción in-
demnizatoria, ha señalado que: 

¿Cuándo se hace exigible la obligación de indemnizar? Creemos que esto ocurre cuando la 
víctima ha estado en condiciones de accionar, esto es, de exigir ante la justicia aquello a que 
tiene derecho, y en tal caso, la noción de exigibilidad puede resultar permeable a elementos 
subjetivos.

73  Sánchez (2024) p. 105.
74  Corte Suprema, 30/06/2016.
75  Pizarro (2020b) p. 851.
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Aunque desde luego la cuestión es discutible, tratándose de responsabilidad por daños, noso-
tros no vemos diferencia en cuanto al dies a quo del plazo entre la prescripción de la acción de 
responsabilidad contractual y la prescripción de la acción de responsabilidad extracontractual76.

Ahora bien, sin perjuicio de la opinión de Sánchez, en estos casos no se ha 
abordado el problema de fondo, dado que ni la Corte, ni los autores antes referidos, 
han precisado qué significa que el artículo 2514 del Código Civil señale: “desde que 
la obligación se haya hecho exigible”. Más bien, hasta la fecha, la discusión ha estado 
centrada únicamente a propósito de la acción indemnizatoria y en la posibilidad 
que tiene el acreedor de conocer el daño para hacerla valer.

En este sentido, pareciera que lo que ha hecho nuestra jurisprudencia, al igual 
que como ocurrió en Francia previo a la reforma, es más bien homologar el régimen 
de responsabilidad extracontractual al de responsabilidad contractual en casos espe-
cíficos, como ocurre con la responsabilidad médica o los accidentes de trabajo. No 
obstante, salvo por Pizarro77, no se ha ahondado acerca de a qué refiere el artículo 
2514 con “que la obligación se haya hecho exigible”. Exigibilidad que no solo es repli-
cable respecto de la acción indemnizatoria en sede contractual, sino que también a 
la acción resolutoria y de cumplimiento específico. 

2.	 Nueva propuesta interpretativa del artículo 2514 del Código Civil: la 
idea de que “la obligación se haya hecho exigible” implica la existencia de 
un derecho correlativo por parte del acreedor, así como la posibilidad 
verdadera de este de ejercer la acción encaminada a exigirlo 
Contrario a lo ya expuesto, ahora se pretende explicar por qué este trabajo 

plantea que la lectura del artículo 2514 CC permite arribar a una interpretación 
subjetiva del dies a quo.

En efecto, resulta especialmente relevante dejar en evidencia que dicho ar
tículo al momento de regular el dies a quo, no decidió fijarlo desde la configuración 
de la obligación o desde su incumplimiento. Tampoco hizo alusión a la llegada del 
plazo o al cumplimiento de una condición respecto de la obligación. Al contrario, 
dicho artículo señala como hito para dar lugar al inicio del cómputo del plazo de 
prescripción el hecho de que “la obligación se haya hecho exigible.”. 

Es decir, se descompone el tenor literal del inciso 2° del artículo 2514 CC, 
puede notarse que para su correcto entendimiento es necesario referirse a dos con-
ceptos fundamentales. En primer lugar, que debe existir una “obligación”; y, en se-
gundo lugar, “que se haya hecho exigible”. 

Respecto del primer punto, Sánchez, a propósito de indemnizaciones por 
accidentes de trabajo y, siguiendo a Pizarro, ha sostenido que: “Aunque las conclu-
siones no difieran, a nosotros nos parece que si lo que se solicita es la indemniza-

76  Sánchez (2024) p. 106-107. 
77  Exceptuando a Pizarro (2020a).
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ción por un daño corporal derivado de un incumplimiento de un deber de seguri-
dad, ha surgido, en definitiva, una nueva obligación”78.

Dicho análisis, como comentamos, fue también tempranamente avizorado 
por Barros al distinguir entre obligaciones de primer y segundo grado79. Así, se 
concorda este razonamiento con el artículo 2514 CC, resulta claro que la prescrip-
ción de esta obligación de segundo grado deberá computarse desde su configura-
ción y que en nada se relaciona con el momento de configuración de la obligación 
de primer grado para efectos de la indemnización.

Lo anterior, es lo que dice relación con el primer análisis metodológico que 
debe hacerse de la frase “que la obligación se haya hecho exigible”, ya que, si no pre-
cisamos que un contrato puede dar lugar a tantas obligaciones como comporta-
mientos de las partes existan a lo largo de la relación contractual, y que cada una de 
dichas obligaciones tendrá un cómputo de prescripción vinculado específicamente 
a su propia exigibilidad, estaríamos forzados a concluir, como lo hace Vidal, que 
toda prescripción debe analizarse únicamente en torno a la obligación primigenia y 
principal del contrato, dándose la situación de que, en la mayoría de los casos, las 
acciones nacerían prescritas. Cabe señalar que el análisis precedente no se relaciona 
con una posición subjetiva u objetiva del dies a quo, siendo posible adscribir a cual-
quiera de ambas posturas sin que ello implique creer que se trata de una sola obliga-
ción que rija la totalidad del contrato. 

Ahora bien, existe una circunstancia adicional y que es precisamente en razón 
de la que debiera hacerse un análisis más detallado del artículo 2514 CC. A saber, el 
hecho de que, a diferencia de las múltiples frases que pudo haber utilizado nuestro 
legislador para circunscribir el inicio del cómputo de la prescripción, no solo utilizó 
la expresión “obligación”, sino que le agregó un calificativo esencial, “que se haya hecho 
exigible”. Como se puede ver, dicho calificativo es precisamente el que permite soste-
ner un criterio subjetivo de dies a quo en nuestro ordenamiento jurídico, dado que, 
no basta con el mero nacimiento de la obligación, sino que ella debe ser exigible.

Es más, si se analiza dicho artículo desde la óptica de la teoría del derecho, 
se puede otorgar una interpretación más acertada de lo que quiere decir la frase co-
mentada en los términos de la relación jurídica que el artículo 2514 CC pretende 
regular.

En ese sentido, ocurre algo llamativo con la norma citada, dado que, en una 
primera aproximación, centra la regulación de la prescripción en atención al sujeto 
pasivo de la relación jurídica, ya que, es éste quien se verá obligado. No obstante, 
luego refiere indirectamente al sujeto activo de la relación jurídica al hablar de exi-
gibilidad, pues no puede existir exigibilidad de una obligación civil si no es a través 
de un sujeto activo de la relación jurídica que pueda perseguir la obligación del su-
jeto pasivo80.

78  Sánchez (2024) p. 102. 
79  Barros (2007a) p. 54. 
80  Squella (2011) pp. 183-184.
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Así las cosas, y precisamente en atención al calificativo de exigibilidad que le 
impone el artículo 2514 CC a la obligación, pareciera que el CC decidió no entrar 
en la discusión teórica acerca de si se requiere o no la sola concurrencia de un dere-
cho subjetivo para efectos de que comience el plazo de prescripción, ya que, no es 
posible concebir una obligación sin un derecho subjetivo que se le contraponga. 

En palabras de Kelsen “la expresión derecho subjetivo puede ser usada en el sen-
tido que un determinado individuo está jurídicamente obligado –o, inclusive, que todos 
los individuos están jurídicamente obligados– a actuar de determinada manera con 
respecto del individuo que tiene el derecho subjetivo”81. Es decir, cuando una persona 
está obligada a comportarse frente a otra de determinada manera, el derecho reflejo 
de la contraparte contractual es idéntico con la obligación jurídica82. 

Desde ahí podemos arribar a la primera conclusión que propone la literalidad 
del inciso 2° del artículo 2514 CC: no puede existir obligación por parte del deu-
dor sin que exista derecho por parte del acreedor83. Ahora bien, la literalidad de la 
norma va más allá y no exige que se trate únicamente de un derecho subjetivo por 
parte del acreedor (u obligación por parte del deudor) para que la prescripción co-
mience a correr, sino que, además, dicho derecho subjetivo debe ser exigible.

Es decir, la disposición en comento consagraría no solo un concepto de de-
recho subjetivo o reflejo para que pueda ser siquiera aplicable, más bien pareciera 
que el legislador optó por aquello que Kelsen denominó derecho subjetivo en sentido 
técnico, es decir, “el poder jurídico de un individuo de lograr llevar adelante una acción 
en caso de incumplimiento de la obligación jurídica adoptada en su favor”84. Por ello, 
no es posible sostener que una obligación sería exigible sino cuando el acreedor tie-
ne la posibilidad de exigirla y ello requiere que sea capaz de concebir la configura-
ción de todos los presupuestos de la acción.

De no ser como se señala, el legislador hubiera optado por redactar el artículo 
en términos diferentes, estableciendo, por ejemplo, que la prescripción comenzará a 
computarse desde el “nacimiento de la obligación” o derechamente desde el incum-
plimiento. Sin embargo, el CC le agregó un requisito adicional al inicio del cómpu-
to del plazo prescripción en el artículo 2514, requisito que, si bien presupone el na-
cimiento de la obligación, deja en evidencia que el solo nacimiento no es suficiente 
para que la prescripción empiece a computarse. Es más, como se adelantó, cuando 
el legislador ha querido que la prescripción se circunscriba a un dies a quo objetivo, 

81  Arriagada (2014) p. 29, siguiendo a Kelsen (1982). 
82  Kelsen (1982) p. 141. 
83  Así también lo concluyó Baraona (1997), sin perjuicio de que su criterio para determinar el 
derecho del acreedor no considere la configuración de los elementos de la acción que el acreedor 
decida impetrar. 
84  Kelsen (1982) p. 148. 
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lo ha hecho sin agregar calificativos adicionales, como ocurre, por ejemplo, para los 
vicios redhibitorios, la evicción o el pacto comisorio, entre otros85. 

Así, la literalidad del artículo 2514 CC pareciera distinguir entre un derecho 
subjetivo en sentido estricto y un concepto de derecho subjetivo en sentido técnico, 
que sí toma en consideración la posición jurídica en que se encuentra el acreedor. 
Este concepto es comentado por Arriagada:

Resulta entonces razonable concluir que cuando se hace referencia a la posibilidad de hacer 
valer el cumplimiento de la obligación o se utilizan expresiones semejantes, se apunta a la po-
sibilidad de ejercitar una acción destinada a obtener, a través de la dictación de una sentencia 
judicial, la ejecución de la sanción civil, ya que ésta puede consistir en el cumplimiento de la 
obligación inicialmente incumplida o en otra conducta sustitutiva86.

Así las cosas, el foco de este concepto de derecho subjetivo calificado está 
situado en la posibilidad de ejercitar una acción, lo que en palabras de Hart se cir-
cunscribe a que el titular de un derecho subjetivo tenga al menos algún grado de 
control sobre la obligación correlativa87; y, en palabras de Kelsen, lo relevante no 
es solo la norma jurídica que faculta al titular a reclamar frente al incumplimiento, 
sino que dicha norma hace que la ejecución de la sanción por el incumplimiento 
dependa de la voluntad del individuo88.

Ahora bien, dicha posibilidad de ejercicio de la acción se esfuma si es que el 
sujeto activo –quien tiene derecho a incoarla– le es imposible (o inexigible) conocer 
el acaecimiento de los requisitos de la acción misma, así como tampoco se puede 
tener siquiera algún grado de control sobre la conducta del otro, si no se tiene co-
nocimiento justificado de que se han configurado los elementos de la acción que lo 
permite. Lo mismo ocurre con la voluntad, ya que esta no puede manifestarse sin el 
correcto conocimiento de la realidad.

Es decir, el requisito de que la obligación deba hacerse exigible para que co-
mience el cómputo de la prescripción, permite sostener que el artículo 2514 CC 
habría optado por un concepto de derecho subjetivo en los términos de Hart o un 
derecho subjetivo en sentido técnico en términos de Kelsen, y no a un mero dere-

85  De hecho, un ejemplo particularmente ilustrativo de lo anterior es el artículo 1249 del Código 
de Comercio, que, al regular el cómputo del plazo de prescripción de las acciones que emanan del 
contrato de transporte marítimo, señala expresamente: “El tiempo de prescripción se contará (…) 2º. 
En los contratos de transporte marítimo, desde el día en que termina la entrega de las mercancías por 
el porteador, o de parte de ellas, o cuando no hubo entrega, desde el término del último día en que 
debieron haberse entregado.”. Es decir, el legislador, privilegiando un interés sobre otro a través de la 
ley, y, corroborando, en un caso como este, que al no optar por dicha opción en el artículo 2514 del 
Código Civil, permitiría una interpretación subjetiva de dicha disposición.
86  Arriagada (2014) p. 33. 
87  Véase en: Hart (1962) p. 188. 
88  Kelsen (1982) pp. 147-148. 
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cho subjetivo reflejo de una obligación que no considere la relación jurídica en que 
dicha obligación se encuentra subsumida.

Es más, Kelsen es sumamente claro al momento de distinguir entre derecho 
subjetivo (a secas) y derecho subjetivo en sentido técnico, dando cuenta de que, 
mientras el primero únicamente refiere a una prerrogativa entregada por la ley al 
sujeto, el segundo implica que se consideren circunstancias personales del sujeto 
en cuestión89. El ejemplo clave para comprender esta diferencia se encuentra en el 
caso de los niños, quienes si bien tienen una serie de prerrogativas otorgadas por la 
ley –derechos subjetivos propiamente tales–, no tienen siquiera conocimiento ni 
facultades para hacerlos respetar, es decir, carecen de derechos subjetivos en sentido 
técnico90. Es esta diferencia lógica la que creemos que Andrés Bello consagró en la 
redacción del artículo 2514 CC.

Ahora bien, más allá de lo expuesto respecto de Kelsen y Hart,  existen argu-
mentos adicionales para sostener la postura de este trabajo, como ocurre, por ejem-
plo, con la teoría de la voluntad de los derechos subjetivos. De hecho, sin ir más 
lejos, el vínculo existente entre la voluntad del individuo y sus derechos fue tratado 
hace años por Savigny quien, explicado por Guzmán Brito, señalaba que el “(…) 
derecho-facultad en cierta medida depende de una actitud intramental del titular, de 
un conocimiento o percepción suyos (…)”91. Es decir, si la sola idea de derecho subje-
tivo consideraba aspectos intrínsecos del titular, como lo son el conocimiento o per-
cepción, resulta aún más lógico sostener que cuando el artículo 2514 CC agrega el 
requisito de que la obligación se haya hecho exigible, no refiere a una obligación –y 
su derecho correlativo– sin considerar las posibilidades de exigibilidad con las que 
cuenta el acreedor, que en gran medida se encuentran limitadas por su conocimien-
to y percepción. 

Por otro lado, Figueroa al momento de determinar los requisitos del derecho 
subjetivo, estableció entre ellos expresamente que “el titular tenga voluntad de ejer-
citar ese beneficio, garantía o prerrogativa”92. Así las cosas, si se suma la definición 
otorgada por el autor citado a una interpretación integral y sistémica de nuestro 
derecho privado, es imposible concebir efectos y sancionar perjudicialmente a una 
voluntad que se encuentra mermada por el desconocimiento, al menos en dicha ló-
gica descansa toda la teoría de los vicios de la voluntad, teoría que incluso establece 
normas de prescripción que son coherentes con este razonamiento, como ocurre en 
el artículo 1691 CC que distingue de manera expresa los diversos dies a quo al seña-
lar en su inciso 2°: “Este cuadrienio se contará, en el caso de violencia, desde el día 
en que ésta hubiere cesado; en el caso de error o dolo, desde el día de la celebración 
del acto o contrato”.

89  Véase en: Kelsen (1982). 
90  Este ejemplo es de Maccormick (1988) pp. 293-305, nosotros llegamos a él por Arriagada 
(2014) p. 23. 
91  Guzmán Brito (2003) pp. 407-443. 
92  Figueroa (2016) Tomo I, p. 207. 
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Por lo mismo, no se entiende por qué para el caso del artículo 2514 CC de-
biera ser diferente, sobre todo considerando que la literalidad de la norma no ex-
cluye una posición subjetiva como la que se propone, más aún, si se considera que 
existen casos –como ocurre para el error y el dolo– en que dicha exclusión se hace 
expresamente estableciendo un dies a quo objetivo. De hecho, Vial al comentar el 
artículo 1691 del Código Civil, y específicamente respecto de la fuerza, señala que 
dicho plazo no se limita porque hayan transcurrido más de diez años desde la cele-
bración del contrato”93. Ello, debido a que “(…) no cabe duda, en nuestro concep-
to, que si el legislador hubiera querido tal limitación lo habría dicho directamente 
en el artículo 1691”94.

Es decir, nuestro ordenamiento no es ajeno a la concurrencia de elementos 
personales de los individuos para que se configuren o no efectos jurídicos, por lo 
mismo, este tipo de referencias debieran aportar al momento de interpretar el ar
tículo 2514 CC para fijar el momento desde el que verdaderamente debiera anali-
zarse el inicio del cómputo del plazo de prescripción. En ese sentido, si analizamos 
cuáles son las razones que justifican una u otra elección de dies a quo, resulta lógica 
la interpretación propuesta, dado que, en palabras de la Corte Suprema, “el funda-
mento de la prescripción estriba en sancionar la desidia o negligencia del acreedor en la 
protección de sus derechos o en el reclamo de los mismos”95. Dicha desidia o negligencia 
claramente no se puede calificar como tal si es que el actor no estaba en conoci-
miento justificado de que se satisfacen los requisitos que originan la acción. 

Con lo anterior no queremos decir que nuestro ordenamiento jurídico hu-
biera escogido de manera genérica y universal un concepto de derecho subjetivo en 
sentido técnico o permeado de los elementos personales del individuo. Al contrario, 
aun cuando pareciera que la situación general en nuestra ley es la opuesta, es decir, 
un concepto de derecho subjetivo en términos estrictos que únicamente analiza la 
prerrogativa concedida por la ley al individuo, pareciera ser legítimo sostener que 
el artículo 2514 CC se habría apartado de esta regla general para consagrar un con-
cepto calificado, pues agrega el hecho de que “se haya hecho exigible” a la obligación. 

En consecuencia, el hecho de que el inciso 2° del artículo 2514 CC refiera 
a obligación, requiere, en primer lugar, la existencia de un derecho subjetivo por 
parte del acreedor, como se extrae de la doctrina de la actio nata y de Pizarro96. En 
ese sentido, si dicho derecho subjetivo no ha nacido, no puede existir prescripción 
alguna que hubiera comenzado a correr. Adicionalmente, el artículo impone el ca-
lificativo a dicha obligación de “que se haya hecho exigible”, así, lo relevante no es 
únicamente la existencia de un derecho subjetivo, sino que la posibilidad que tiene 
el acreedor de hacer efectivo dicho derecho ante los tribunales de justicia, y ello no 
ocurrirá sino cuando se configuren todos los requisitos de la acción cuyo derecho se 

93  Vial (2011) p. 265. 
94  Vial (2011) pp. 264-265. 
95  Corte Suprema, 31/05/2016.
96  Véase en Pizarro (2024).
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busca proteger, y el acreedor tenga conocimiento de ello. De lo contrario, se estaría 
validando a través de la ley que los individuos vean sus derechos extinguidos aun 
cuando no tenían ninguna posibilidad de accionar en protección de ellos, permi-
tiéndose casos de aprovechamiento del propio dolo cuando el deudor esconde el 
incumplimiento mismo, por no otorgar otros ejemplos. 

3.	 La certeza jurídica no es un impedimento para una interpretación subjetiva 
del dies a quo consagrado en el artículo 2514 del Código Civil

En todo caso, si bien es cierto que la prescripción no se sostiene únicamente 
en un fundamento individual respecto del acreedor, sino que también implica con-
sideraciones de certeza jurídica tanto individuales como sociales, resulta necesario 
poder arribar a un punto medio que permita establecer certeza sin mutilar los de-
rechos del acreedor. En palabras de Mantilla “La necesidad de cerrar las cuentas y 
permitir que los sujetos continúen con sus actividades, sin mirar las viejas deudas, 
debe encontrar un balance con la posibilidad de honrar los deberes morales y per-
mitir el pago válido de aquellas deudas añorosas que el sistema mismo ya no permi-
te cobrar”97.

Lo anterior si bien nos invita a cuestionarnos por el establecimiento o no de 
plazos de cierre del sistema, no puede ser utilizado como un argumento para negar 
una interpretación subjetiva del artículo 2514 CC. A la inversa, pareciera que una 
postura en dicha línea más que forzar una interpretación objetiva a todo evento, 
sobrepondría abiertamente un interés –el del deudor– al del acreedor, sin que estos 
intereses se puedan conciliar en un equilibrio, como sí ocurre en los países que han 
optado por dies a quo de carácter subjetivo.

En ese sentido, se ha señalado por nuestra doctrina que la prescripción tiene 
una función estabilizadora y una función sancionatoria98. Al respecto, el mayor 
problema que se ha entendido asociado al criterio subjetivo es la preeminencia de 
la función sancionatoria de la prescripción por sobre la función estabilizadora, que 
generaría como consecuencia una falta de seguridad jurídica. En este sentido, el sis-
tema objetivo implica mayor seguridad, al ser mucho más simple fijar el dies a quo 
a partir de una fecha fácilmente comprobable99. En cambio, el sistema subjetivo in-
corpora diversos elementos que podrían afectar la función estabilizadora de la pres-
cripción. Como ejemplos se pueden señalar el ejercicio de acciones por incumpli-
miento contractual con un desfase de 30 o 50 años –con todos los inconvenientes 
procesales y probatorios que ello conlleva– o la imposibilidad de conocer con un ra-
zonable nivel de certeza si el patrimonio de las personas podrá verse afectado por la 
interposición de una acción por incumplimiento contractual en cualquier tiempo. 

En todo caso, creemos que el problema de la seguridad jurídica debe centrarse 
con mayor énfasis en la protección de los terceros ajenos a la relación contractual –ya 

97  Mantilla (2024) p. 242. 
98  Domínguez (2009) p. 21 y ss. 
99  Cañizarez (2018) p. 102. 
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que ellos no han asumido ningún tipo de riesgo derivado de la misma–, lo cual se 
traduce en la estabilización de sus derechos dentro de un cierto plazo, circunstancia 
que se ve cubierta en su gran mayoría por el artículo 2517 CC, según el que toda ac-
ción por la cual se reclama un derecho se extingue por la prescripción adquisitiva del 
mismo derecho. De lo anterior, necesariamente se desprende que la posibilidad del 
acreedor de ejercer su acción por incumplimiento contractual siempre tendrá como 
límite temporal el transcurso del plazo para que opere la prescripción adquisitiva 
respecto de terceros o incluso respecto del deudor –si se dan los requisitos para ello–.

Ahora bien, y en relación con incumplimientos contractuales en los que no 
hay involucrado ningún derecho que pueda adquirirse por prescripción adquisi-
tiva, y en los cuales únicamente se desee obtener seguridad jurídica, por ejemplo, 
acerca de la integridad o posibles afectaciones del patrimonio del deudor, creemos 
que nuestro ordenamiento jurídico no contempla las herramientas para ello. Por lo 
anterior, sería necesario incorporar una regla de clausura en nuestro ordenamiento 
o “plazo tope”, en virtud del cual se configure la prescripción sobre la base de un sis-
tema de doble plazo. 

Esto ha sido, por ejemplo, lo que ha hecho el Código Civil Francés al incor-
porar el artículo 2232 que establece que: “El aplazamiento del punto de partida, la 
suspensión o la interrupción de la prescripción no puede tener como efecto que el 
plazo de prescripción extintiva se extienda más allá de 20 años a contar del día del 
nacimiento del derecho”. 

En este sentido, los sistemas de doble plazo permiten, en condiciones de 
igualdad, resguardar tanto la función estabilizadora como sancionadora de la pres-
cripción. Así, como explica Genicon: 

Al respecto cabe destacar de inmediato que este doble plazo es lo más probable la expresión 
técnica de dos aspiraciones políticas -dos fundamentos- distintos del derecho de la pres-
cripción de lato sensu. El plazo quinquenal de prescripción (art. 2224) tiene por fin esencial 
sancionar la negligencia del titular del derecho en el ejercicio de ese derecho: este último 
con completo conocimiento de causa y en plena posesión de los medios para actuar (“[…] 
a contar del día en que el titular del derecho conoció o debió conocer los hechos que le per-
miten ejercerlo”), no merece que le sean otorgados más de cinco años para reaccionar. Por el 
contrario, el ‘plazo tope’ de veinte años tiene por objetivo proteger al deudor del derecho, al 
constituir un menoscabo sustancial indirecto al derecho del acreedor, con el fin de no poner a 
cargo del deudor una obligación demasiado agravada por su extensión100. 

En todo caso, cabe señalar, que lo propuesto en este trabajo no generaría nin-
gún impacto en la certeza jurídica que sea muy diferente a lo que ya ocurre en la 
actualidad en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, o, incluso, en el mis-
mo derecho de contratos para determinar efectivamente cuándo cesó la fuerza para 
efectos de determinar el dies a quo de la acción de nulidad. 

100  Genicon (2024) p. 252. 



 95 
Revista Chilena de Derecho | Chilean Journal of Law | Vol. 52 Nº 1, pp. 67 - 100 [2025]

Salgado Alonso,  Javier / Torres Mac-Pherson,  Fernanda | “El dies a quo en los remedios contractuales: …”

Por otro lado, probablemente dos de los desafíos más grandes que conlleva-
ría la adopción de esta teoría serán aquellos de calificación jurídica: ¿Cuál será el 
estándar de culpa que se evaluará por parte de los jueces respecto del acreedor? O, 
por su parte, de índole probatorio: ¿Sobre quién recae la carga de acreditar que el 
acreedor tuvo conocimiento efectivo o potencial acerca de la posibilidad de ejercer 
la acción?, entre otros. 

Al respecto, nos pronunciaremos sobre posibles soluciones interpretativas 
y de lege ferenda que podrían emplearse para dar solución a los problemas recién 
aludidos, no obstante, nos parece que el abordaje de ellos amerita un trabajo más 
completo que este.

Una primera solución que podría adoptarse para incrementar la preponderan-
cia por la función estabilizadora de la prescripción, consiste en favorecer el compor-
tamiento diligente del acreedor y sancionar su descuido o negligencia, incorporan-
do el modelo de conducta de persona razonable para determinar cuando el acreedor 
debió conocer la existencia del incumplimiento y del resto de los elementos que 
permitían el ejercicio de la acción101. Dicho concepto podría ser aquel en el que han 
estado contestes nuestros tribunales superiores, es decir: “(…) que corresponde al 
que sigue una persona diligente, que emplea un cuidado ordinario o mediano. En 
nuestro Derecho, el modelo a aplicar es el del “buen padre de familia”, figura que 
alude a la prudencia con que se maneja una persona razonable y diligente”102.

De esta manera, se establecería un parámetro en abstracto pero que se deter-
mina en concreto, a través de un estándar de conducta que permitiría a los jueces 
dirimir en un caso si el acreedor se encontraba o no en el deber de conocer los ele-
mentos que subyacen a la acción que impetró alegando un dies a quo subjetivo. En 
palabras de San Martín “Así, mediante el recurso a la razonabilidad, se otorga al 
juez el poder para fijar una regla particular y adoptar la decisión sobre la base de las 
circunstancias propias del caso sometido a su consideración”103.

Por su parte, respecto de la carga de la prueba, una opción sería atender a lo 
dispuesto al inciso tercero del artículo 1547 CC, según el cual, correspondería al 
acreedor probar que fue diligente en su actuar, y que, si desconoció la concurrencia 
de los elementos que configuran la acción, es por una causa no imputable a él. En 
cualquier caso, el deudor podría refutar aquello, acreditando algún hecho o circuns-
tancia que dé cuenta de que el acreedor conocía la concurrencia de los elementos 
de la acción o que, al menos, debía conocerlos de acuerdo al estándar de persona 
razonable.

101  Sánchez (2024) p. 98. Si bien lo dice respecto de la responsabilidad extracontractual, creemos es 
extrapolable a la responsabilidad contractual. 
102  Corte de Apelaciones de Santiago, 31/12/2009. En sentido semejante, Corte Suprema, 
12/06/2013.
103  San Martín (2018) p. 179. 
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CONCLUSIONES

1. La discusión relativa al dies a quo dice relación con la determinación del 
instante a partir del cual se inicia el cómputo del plazo de prescripción esta-
blecido en la ley para el ejercicio de una determinada acción. Ha sido posible 
observar dos posturas tanto doctrinaria como jurisprudenciales en el derecho 
comparado, las que han motivado incluso diversas modificaciones legislativas. 
La primera postura –que ha tenido mayor impacto en Chile– es la de corte 
objetivo, en razón de dicha teoría, el plazo de prescripción debiera comenzar 
a computarse desde el incumplimiento o desde que concurren los requisitos 
de la acción. Al contrario, quienes son partidarios de una teoría subjetiva, 
proponen que no basta con la configuración de dichos requisitos, sino que 
además para determinar el comienzo del plazo de prescripción debe atenderse 
a la posibilidad fáctica –conocimiento o posibilidad de conocimiento– del 
acreedor de poder ejercer la acción que ya ha nacido por haber concurrido 
todos sus elementos.
2. En Chile, si bien el tema se ha abordado principalmente en sede extracon-
tractual, muy poco se ha dicho respecto del dies a quo en sede contractual. 
Así, exceptuando a Baraona, nuestra doctrina tradicional se ha limitado a 
asociar la exigibilidad de la obligación exclusivamente con la ausencia de 
modalidades del acto jurídico. Lo anterior, sin embargo, ha ido cambiando 
paulatinamente en los últimos cuatro años, en virtud de la discusión que se 
ha dado entre dos autores de la doctrina chilena, Pizarro y Vidal, en relación 
con la procedencia de la interpretación de la doctrina tradicional respecto del 
artículo 2514 CC.
3. Sin perjuicio de que este trabajo considera totalmente acertado el plantea-
miento de Pizarro al señalar que es requisito indispensable la existencia de 
la acción –y, por lo tanto, la concurrencia de sus elementos– para configurar 
el dies a quo de los remedios contractuales, se estima que la consideración del 
conocimiento que el acreedor tiene –o puede tener–, de los requisitos que 
configuran la acción, no debiera ser tratado como una causal de suspensión, 
sino que, parece más lógico entenderlo como aquello que configura la exigibi-
lidad misma de la obligación –en los términos del artículo 2514 CC– respec-
to de todos los remedios contractuales que emanan del incumplimiento.
4. Por su parte, no concordamos con la postura de Vidal, pues creemos que 
no es posible construir una teoría general del incumplimiento a través de un 
modo de extinguir las obligaciones como lo es el pago. Lo anterior, dado que 
un contrato puede dar lugar a distintos remedios en atención a cada obliga-
ción contemplada en este y, a su vez, cada remedio puede tener su propio 
dies a quo. De hecho, si basamos la lógica de los remedios contractuales en el 
pago, pareciera difícil explicar la naturaleza de aquellos que persiguen lo con-
trario, es decir, que la obligación no se cumpla, como ocurre en el caso de la 
resolución.
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5. En nuestra opinión, es posible otorgar otra perspectiva a la interpretación 
del artículo 2514 CC, dado que al señalar dicha norma literalmente “Se 
cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible”, agrega un 
componente adicional a la obligación que es el hecho de que exista alguien 
quien pueda exigirla. Por ello, resulta sensato sostener que el legislador ha-
bría optado por un criterio subjetivo de dies a quo al momento que no resulta 
suficiente la mera existencia de la obligación –y su derecho reflejo correlativo 
en el patrimonio del acreedor– sino que además dicho acreedor debe estar en 
la situación de poder perseguirla ya sea como cumplimiento, resolución o in-
demnización.
6. Seguramente habrá quienes se opongan a una interpretación como la pro-
puesta amparándose en la seguridad jurídica. Sin embargo, dicho principio, 
que si bien es siempre relevante, no es suficiente para desvirtuar la interpreta-
ción subjetiva. Lo anterior, principalmente porque no se daría una situación 
muy diferente a lo que ocurre hoy en día con la prescripción de la acción 
indemnizatoria en sede extracontractual, así como el hecho de que los terce-
ros –a quienes les es inoponible el contrato que no celebraron– cuentan con 
los plazos de prescripción adquisitiva para proteger sus intereses, e incluso las 
mismas partes del contrato en caso de que sean poseedoras y se cumpla con 
los requisitos. Todo ello, no obstante, la invitación de lege ferenda de diseñar 
una regla de clausura.
7. Por último, hay preguntas que quedan abiertas en caso de aceptarse una 
interpretación como la que defiende este trabajo, muchas de ellas referentes 
a cómo se va a definir el estándar de conducta del acreedor para efectos de 
determinar si le era exigible el conocimiento de los elementos de la acción 
cuyo desconocimiento alega para extender el plazo de prescripción más allá 
del incumplimiento. O, por su parte, definir de quién es la carga del descono-
cimiento cuando se intenta sostener que el dies a quo se sitúa en un escenario 
temporal y espacial diferente al incumplimiento.
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